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cambio pacífico y democrático en Cuba y no tenían inten-
ciones hostiles contra ese país. Su Gobierno no respaldaba ni 
aprobaba los preparativos realizados en los Estados Unidos 
para el derrocamiento violento del Gobierno de Cuba, ni los 
esfuerzos hechos desde los Estados Unidos para fomentar la 
violencia en Cuba. Negó las acusaciones concretas formula-
das por el representante de Cuba y se refirió a una declara-
ción distribuida en el Consejo21 que describía estas acusacio-
nes en más detalle.

El representante de Cuba formuló otra declaración en 
que, con relación a la queja de que estaba planteando una 
cuestión que había ocurrido 15 años antes, afirmó que los 
hechos seguían ocurriendo justo antes de que el Consejo ini-
ciara su sesión22.

21 S/PV.3080, págs. 36 a 38, refiriéndose al documento S/23989.
22 Ibíd., págs. 38 a 40.

y determinación para que se castigase debidamente a los 
culpables. Mencionó en detalle numerosas otras actividades 
terroristas y amenazas contra su país promovidas y organi-
zadas por expatriados cubanos que vivían en Miami en el 
estado de Florida (Estados Unidos de América). Por último, 
declaró que esperaba que el Consejo respaldara el proyecto 
de resolución, cuyos elementos principales resumió como se 
indica a continuación20.

El representante de los Estados Unidos reconoció que 
uno de los principios fundamentales de las Naciones Unidas 
era que todos los países, fuesen o no miembros del Consejo, 
tenían derecho a ser escuchados. Lamentaba, sin embargo 
que Cuba hubiese abusado del valioso tiempo del Consejo 
para hacer acusaciones sin fundamento contra su país, tra-
tando de calificarlo de defensor del terrorismo internacional 
y protector de terroristas. Los Estados Unidos apoyaban un 

20 S/PV.3080, págs. 6 a 36.

12. Cuestiones relativas a Haití
Actuaciones iniciales

A. Carta, de fecha 30 de septiembre de 1991, 
dirigida al Presidente del Consejo 
de Seguridad por el Representante 
Permanente de Haití ante las 
Naciones Unidas

En una carta de fecha 30 de septiembre de 1991 dirigida al 
Presidente del Consejo de Seguridad1, el representante de 
Haití solicitó que se convocara de inmediato una sesión del 
Consejo a fin de examinar la situación en Haití y sus conse-
cuencias para la estabilidad regional.

En su 3011a. sesión, celebrada el 3 de octubre de 1991, 
el Consejo incluyó la carta del representante de Haití en su 
orden del día y examinó la cuestión. El Consejo invitó a los 
representantes del Canadá, Haití y Honduras, a petición de 
éstos, a participar en los debates sin derecho de voto.

El Presidente (India) señaló a la atención del Consejo 
otros dos documentos dirigidos al Secretario General: una 
nota verbal del representante de Panamá de fecha 2 de oc-
tubre de 19912; y una carta de fecha 3  de octubre de 1991 
enviada por los representantes del Ecuador y de los Estados 
Unidos de América3, por la que se transmitía el texto de la 
resolución MRE/RES.1/91, aprobada el 2 de octubre de 1991 
en una reunión de Ministros de Relaciones Exteriores de la 
Organización de Estados Americanos (OEA). En su resolu-
ción, la OEA, entre otras cosas, condenaba enérgicamente 
los graves hechos que sucedían en Haití y exigía la plena vi-
gencia del estado de derecho y la inmediata restitución del 
Presidente Aristide en el ejercicio de su legítima autoridad; 
solicitaba al Secretario General de la OEA que, en unión de 
un grupo de Ministros de Relaciones Exteriores de Estados 
miembros se trasladara con urgencia a Haití, expresara a 

1 S/23098.
2 S/23105.
3 S/23109.

quienes detentaban el poder de hecho el rechazo de los Esta-
dos americanos a la interrupción del orden constitucional e 
hiciera de su conocimiento las decisiones adoptadas en la Re-
unión de la OEA; recomendaba a los Estados que procuraran 
el aislamiento diplomático de quienes detentaban de hecho 
el poder en Haití; recomendaba a todos los Estados que sus-
pendieran sus vínculos económicos, financieros y comercia-
les con Haití, así como la ayuda y cooperación técnica que 
fuera del caso, con excepción de los aspectos estrictamente 
humanitarios; instaba a todos los Estados que se abstuvieran 
de otorgar todo tipo de asistencia militar, policial o de segu-
ridad y de transferir armamentos, municiones y equipos a 
Haití; y exhortaba a las Naciones Unidas y sus organismos 
especializados a que tuvieran en cuenta el espíritu y los obje-
tivos de la resolución.

Al iniciar el debate, el Presidente de Haití, Jean-Ber-
trand Aristide, afirmó que la amenaza a la democracia en 
Haití constituía una amenaza a la democracia en todo el 
mundo. La comunidad internacional había condenado con 
firmeza el golpe de Estado y, por conducto de la OEA, estaba 
tratando de negociar una solución. En su opinión, con el apo-
yo del Consejo, esa labor podía reforzarse aún más y podían 
salvarse numerosas vidas. Hizo hincapié en que la comuni-
dad internacional no debía tratar de decidir por el pueblo 
de Haití sino, más bien, con él. Los haitianos se oponían a la 
dictadura y esperaban contar con el apoyo del Consejo para 
proteger los derechos humanos. Esta protección suponía la 
adopción de medidas que fortalecieran las instituciones en el 
país y permitieran hacer frente a estructuras de explotación, 
injusticia y dictadura. El Presidente Aristide dijo que agrade-
cería el envío de una delegación a Haití para “hacer justicia 
como debía hacerse más allá de las fronteras” de modo que 
“esos criminales” abandonaran el poder. También agrade-
cería toda ayuda para reforzar las estructuras democráticas 
en Haití, en particular asistencia humanitaria para estable-
cer una fuerza policial capaz de proteger vidas y bienes, sin 
ninguna obligación de prestar apoyo al ejército. Gracias a la 
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ayuda de la comunidad internacional, el 16 de diciembre de 
1990 Haití había podido celebrar elecciones libres, imparcia-
les y democráticas; con esa misma ayuda Haití iba a poder 
salvar su amenazada democracia4.

El Presidente del Consejo declaró que había que con-
denar con firmeza los graves hechos que habían tenido lugar 
en Haití, que representaban una usurpación violenta de la 
autoridad y el poder democráticos y legítimos. Instó al resta-
blecimiento del gobierno legítimo de Haití. Expresó su apo-
yo a la resolución de la OEA y a la labor que ésta realizaba 
para lograr el restablecimiento de la autoridad legítima en 
Haití. Por último, dijo que todos esperaban que el Presidente 
Aristide fuese restituido en el cargo cuanto antes5.

Todos los oradores que participaron en el debate se hi-
cieron eco de las opiniones del Presidente del Consejo o las 
hicieron suyas6. Varios afirmaron que las Naciones Unidas 
tenían una responsabilidad particular en ese caso, habida 
cuenta del papel esencial que habían desempeñado, por con-
ducto del Grupo de Observadores de las Naciones Unidas 
para la Verificación de las Elecciones en Haití (ONUVEH), 
en la supervisión y verificación de las elecciones que habían 
llevado a la elección del Presidente Aristide7. Algunos ora-
dores, además de expresar su firme apoyo a las iniciativas de 
la OEA, señalaron a la atención de los miembros las medi-
das bilaterales que ellos mismos y otros habían adoptado, en 
consonancia con lo que se pedía en la resolución de la OEA; 
los representantes de Francia, los Estados Unidos, el Cana-
dá y Bélgica afirmaron que habían suspendido la asistencia 
a Haití, al igual que habían hecho la Comunidad Europea y 
sus Estados miembros8.

El representante de Honduras, hablando en su capa-
cidad de Presidente del Grupo de los Estados de América 
Latina y el Caribe, recordó que la Asamblea General, en su 
resolución 45/2 de 1990, había expresado su apoyo al proceso 
electoral democrático en Haití. Sin embargo, el 30 de sep-
tiembre, el mundo había descubierto que el ejército haitiano 
había depuesto al Presidente elegido constitucionalmente. 
Observando que todos preferían solucionar esta situación 
por medios pacíficos y diplomáticos, el orador les instó a que 
demostraran su solidaridad firme e inequívoca con Haití. 
El Grupo había solicitado que se incluyese un tema titulado 
“Crisis de la democracia y los derechos humanos en Haití” 
en el programa del período de sesiones en curso de la Asam-
blea General. Confiaba en que el Consejo apoyaría las medi-
das adoptadas por la OEA y seguiría de cerca los resultados 
de su considerable esfuerzo diplomático9.

4 S/PV.3011, págs. 4 a 10 de la versión en inglés (no hay versión en 
español del documento).

5 Ibíd., pág. 11.
6 Ibíd., págs. 11 a 16 (Honduras); págs. 17 y 18 (Côte d’Ivoire); 

págs.  18 a 22 (Francia); págs. 22 a 25 (Austria); págs. 24 a 26 (Yemen); 
págs. 27 y 28 (Bélgica); págs. 28 a 31 (Unión de Repúblicas Socialistas So-
viéticas); págs. 31 a 34 (Estados Unidos); págs. 34 a 36 (Zaire); págs. 36 a 42 
(Cuba); págs. 42 a 45 (Rumania); págs. 46 y 47 (Ecuador); pág. 48 (Reino 
Unido); págs. 49 y 50 (Zimbabwe); y págs. 51 a 54 (Canadá).

7 Ibíd., págs. 17 y 18 (Côte d’Ivoire); págs. 18 a 22 (Francia); págs. 22 
a 25 (Austria); págs. 24 a 26 (Yemen); págs. 27 y 28 (Bélgica); págs. 28 a 31 
(Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas); págs. 31 a 34 (Estados Uni-
dos); págs. 46 y 47 (Ecuador); y págs. 51 a 54 (Canadá).

8 Ibíd., págs. 18 a 22 (Francia); págs. 31 a 34 (Estados Unidos), 
págs. 51 a 54 (Canadá); y págs. 27 y 28 (Bélgica).

9 Ibíd., págs. 11 a 16.

El representante de Francia declaró que la sesión del 
Consejo se celebraba en respuesta a circunstancias excepcio-
nales. El Jefe de un Estado soberano, elegido legalmente en 
una elección libre y democrática supervisada por las Nacio-
nes Unidas, se estaba dirigiendo personalmente a la comu-
nidad internacional para pedir su apoyo. Francia estaba lista 
para responder, animada por la amistad que la unía a Haití. 
También porque las Naciones Unidas, que habían prestado 
asistencia a las elecciones haitianas y velado por la imparciali-
dad de sus resultados, no podían permanecer pasivas cuando 
se desafiaba la voluntad de los votantes haitianos. Por último, 
estaba lista porque, en una época en que se estaban reafirman-
do la democracia y los derechos humanos en todo el mundo, 
la comunidad internacional ya no podía aceptar la flagrante 
violación de estos valores. El orador hizo hincapié en que las 
Naciones Unidas tenían una responsabilidad particular que 
asumir puesto que los hechos que habían tenido lugar en Hai-
tí constituían un ataque directo contra su autoridad. El Go-
bierno de Francia creía que las Naciones Unidas debían pro-
nunciarse cuanto antes y condenar el golpe de Estado, exigir 
el restablecimiento del estado de derecho en Haití y apoyar 
los esfuerzos emprendidos por la OEA a nivel regional10.

El representante de Austria, tras hacerse eco de las opi-
niones del Presidente del Consejo, agregó que la reacción de 
la comunidad internacional por los hechos sucedidos en Haití 
tenía una importancia paradigmática que trascendía el caso 
que la ocupaba. La democracia y el respeto de los derechos 
humanos eran aceptados cada vez más como principios fun-
damentales para la ulterior evolución de la sociedad de na-
ciones. Estaba tomando forma un nuevo consenso universal. 
Austria consideraba que el Consejo, con su nueva determina-
ción, aportaría una contribución importante a ese respecto11.

El representante del Yemen declaró que el golpe de Es-
tado en Haití era una manifestación de los peligros a los que 
podían estar expuestos los nuevos regímenes democráticos 
por su falta de tradiciones democráticas, porque sus institu-
ciones democráticas no tenían raíces profundas y, sobre todo, 
por problemas económicos. Los golpistas habían tratado de 
justificar sus acciones en la recesión y la falta de progreso eco-
nómico. Por consiguiente, si bien el Yemen condenaba el gol-
pe de Estado e instaba a las Naciones Unidas a que apoyasen 
todas las iniciativas encaminadas a restablecer la legitimidad, 
también hacía un llamamiento a las Naciones Unidas, y a to-
dos los países que estaban en condiciones de ayudar, para que 
prestasen asistencia tanto a los países democráticos como a 
aquellos en que recién se había instaurado la democracia en la 
tarea de establecer sus nuevas instituciones12.

El representante de Bélgica afirmó que su país, como 
miembro de la Comunidad Europea, el Consejo de Europa 
y la Conferencia sobre la Seguridad y la Cooperación en Eu-
ropa, estaba convencido de que las organizaciones regionales 
debían desempeñar un papel en la protección, el restableci-
miento y la difusión de la libertad y la democracia. Por con-
siguiente, Bélgica no podía sino celebrar la firme posición 
adoptada por la OEA en su resolución, a la que el Consejo 
debía dar su pleno apoyo13.

10 Ibíd., págs. 18 a 22.
11 Ibíd., págs. 22 a 25.
12 Ibíd., págs. 24 a 26.
13 Ibíd., págs. 27 y 28.
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presar su apoyo al orden constitucional y a las instituciones 
y estructuras democráticas, elegidas libremente, de ese país. 
Su delegación consideraba que las actividades regionales de 
la OEA debían reforzarse con las medidas que el Consejo 
adoptara, de la forma más apropiada habida cuenta de las 
circunstancias. A este respecto, lo esencial era hacer enten-
der claramente a quienes habían usurpado el poder en Haití 
que el Consejo estaba a favor del restablecimiento de la de-
mocracia y de la defensa de los derechos humanos básicos y 
las libertades fundamentales en Haití. Este mensaje, expre-
sado en forma unánime por el Consejo estaría en consonan-
cia con las circunstancias concretas y dramáticas del caso, la 
dignidad del Consejo y los requisitos de su unidad, que cons-
tituía un valioso atributo a la hora de afrontar cuestiones tan 
complejas. Rumania expresó su pleno apoyo a todo esfuerzo 
que realizara el Consejo para ayudar a restablecer la libertad 
y la democracia en Haití17.

El representante del Ecuador dijo que, dado que el he-
misferio tenía la obligación de actuar, el Consejo había hecho 
lo que podía y debía. Había condenado por unanimidad el 
golpe de Estado y expresado su esperanza de que se restable-
ciera el estado de derecho y se rehabilitara al Presidente Aris-
tide en el cargo. También había expresado solidaridad con 
las medidas adoptadas por la OEA. Consideraba que el Con-
sejo estaría dispuesto a aceptar nuevas responsabilidades de 
ser necesario pero esperaba, en todo caso, que las medidas 
adoptadas por la organización regional fueran eficaces18.

El representante del Canadá recordó el papel desem-
peñado por su país en el establecimiento y la realización de 
las actividades del Grupo de Observadores de las Naciones 
Unidas para la Verificación de las Elecciones en Haití. Recal-
có que todos los países debían actuar mancomunadamente 
para enviar una clara señal a quienes habían tratado de so-
cavar la democracia en Haití. Las Naciones Unidas, tras ha-
ber desempeñado un papel esencial en el proceso que había 
culminado con la asunción al poder del Presidente Aristide, 
no podían callar ante esa situación. Por eso el Canadá había 
estado a favor de la celebración de la sesión del Consejo y de 
la inclusión de un tema adicional sobre Haití en el programa 
de la Asamblea General. El Canadá esperaba sinceramente 
que las Naciones Unidas se unieran de palabra y de hecho 
a los esfuerzos emprendidos para cambiar esa situación in-
aceptable19.

B. Intercambio de cartas entre el Secretario 
General y el Presidente del Consejo 
de Seguridad en relación con Haití
Decisión del 29 de julio de 1992: 
carta dirigida al Secretario General por 
el Presidente del Consejo de Seguridad

En una carta de fecha 15 de julio de 1992 dirigida al Presi-
dente del Consejo de Seguridad20, el Secretario General se-
ñaló a su atención un intercambio de correspondencia sobre 

17 Ibíd., págs. 42 a 45.
18 Ibíd., págs. 46 y 47.
19 Ibíd., pág. 51 a 54.
20 S/24340.

El representante de la Unión de Repúblicas Socialis-
tas Soviéticas observó con satisfacción la firme intención de 
los miembros de la OEA de defender los derechos políticos 
y las libertades del pueblo haitiano. En este caso particular 
importancia revestía la propuesta presentada en el XXI pe-
ríodo de sesiones de la Asamblea General de la OEA relativa 
al establecimiento de un mecanismo para la protección de 
la democracia y el ordenamiento jurídico en los países que 
pertenecían a esa organización regional. Observó que en el 
marco de la OEA se estaban adoptando medidas para restau-
rar el poder legítimo en Haití14.

El representante de los Estados Unidos observó con 
satisfacción que el Presidente del Consejo había expresado 
claramente su apoyo al Presidente Aristide y a su Gobierno. 
Sin embargo, hizo hincapié en que ese respaldo debía consis-
tir en algo más que palabras. Los Estados Unidos ni habían 
reconocido ni iban a reconocer a la junta que había usurpado 
el poder de manera ilegal. Por otra parte, habían suspendido 
toda asistencia a Haití, al igual que lo habían hecho otros. 
Con respecto a las medidas colectivas, los Estados Unidos 
apoyaban con firmeza la resolución de la OEA e instaban a 
los miembros del Consejo a hacer lo propio. El orador hizo 
hincapié en que no había que permitir que se deterioraran 
los derechos democráticos que con tanto esfuerzo había ga-
nado el pueblo haitiano. Las Naciones Unidas estaban espe-
cialmente capacitadas para hablar de la crisis, puesto que el 
Grupo de Observadores de las Naciones Unidas para la Ve-
rificación de las Elecciones en Haití (ONUVEH) había des-
empeñado un papel fundamental en el restablecimiento de 
la democracia en ese país. Las Naciones Unidas y el mundo 
entero debían enviar un claro mensaje a quienes habían to-
mado el poder en Haití, a saber, que la junta militar era ilegí-
tima, que no era reconocida en la comunidad internacional y 
que, mientras no se restableciese la democracia, sería tratada 
como paria en el hemisferio. Refiriéndose a los considerables 
progresos realizados en el hemisferio en pos de la democra-
cia desde mediados del decenio de 1970, el orador declaró 
que no podía ni debía permitirse que la junta, que había to-
mado el poder de forma inconstitucional y violenta, negando 
así al pueblo haitiano su derecho a la libre determinación, 
lograra su propósito15.

El representante de Cuba recordó que su Gobierno ha-
bía estado a favor de que el Consejo celebrase una reunión el 
30 de septiembre, inmediatamente después de recibir la pe-
tición de Haití. Cuba creía que el Consejo tenía la obligación 
de aceptar esa petición y escuchar lo que el representante de 
Haití considerase apropiado explicar. Cuba compartía la po-
sición del Grupo de Países de América Latina y el Caribe. Tal 
como había declarado el Presidente Aristide, no se trataba de 
que alguien decidiera por el pueblo haitiano, sino de prestar 
apoyo a los haitianos y demostrarles una solidaridad clara y 
firme para que pudieran restablecer las autoridades elegidas 
legítimamente y continuar un proceso que constituía la cul-
minación de 200 años de lucha16.

El representante de Rumania dijo que el Consejo de 
Seguridad, que se estaba ocupando de la situación en Haití 
oficial y jurídicamente, tenía el deber político y moral de ex-

14 Ibíd., págs. 28 a 31.
15 Ibíd., págs. 31 a 34.
16 Ibíd., págs. 36 a 42.
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El Secretario General también deseaba informar a los 
miembros del Consejo de que había decidido aceptar la ofer-
ta del Secretario General de la OEA de incluir la participa-
ción de las Naciones Unidas en su propuesta de enviar una 
misión a Haití.

En una carta de fecha 29 de julio de 1992 dirigida al 
Secretario General21, el Presidente del Consejo acusó recibo 
de su carta de fecha 15 de julio de 1992 (S/24340) relativa a 
la situación en Haití y comunicó que la había señalado a la 
atención de los miembros del Consejo de Seguridad, quienes 
habían tomado nota de su contenido en las consultas oficio-
sas celebradas el 20 de julio de 1992.

21 S/24361.

la situación en Haití, y le comunicó que el 18 de junio había 
recibido una carta del Presidente Aristide de fecha 3 de junio 
de 1992, que había señalado a la atención del Secretario Gene-
ral de la OEA, puesto que esa organización, a petición de los 
ministros de relaciones exteriores de sus Estados miembros, 
había estado a la vanguardia de los esfuerzos para restablecer 
la democracia en Haití. El Secretario General observaba que 
su mandato con arreglo a la resolución 46/7 de la Asamblea 
General, de fecha 11 de octubre de 1991, era más limitado y 
tenía como objetivo general prestar apoyo a la acción de la 
OEA. El Secretario General de la OEA había respondido a 
la carta del Secretario General con una carta de fecha 10 de 
julio de 1992. Por consiguiente, adjuntó copias de la corres-
pondencia pertinente.

13. Cuestiones relacionadas con la situación en Panamá
Actuaciones iniciales

A. Carta, de fecha 25 de abril de 1989, dirigida 
al Presidente del Consejo de Seguridad 
por el Representante Permanente 
de Panamá ante las Naciones Unidas

En una carta de fecha 25 de abril de 1989 dirigida al Presi-
dente del Consejo de Seguridad1, el representante de Pana-
má solicitó que se convocara urgentemente una reunión del 
Consejo para examinar la grave situación que confrontaba su 
país a causa de la flagrante intervención de los Estados Uni-
dos en sus asuntos internos, su política de desestabilización y 
coerción y la permanente amenaza del uso de la fuerza contra 
su país. Afirmaba que la situación provocada por las accio-
nes abiertas y encubiertas, directas e indirectas de los Esta-
dos Unidos contra la soberanía, la independencia política, la 
seguridad económica y la integridad territorial de Panamá, 
en abierta violación de la Carta de las Naciones Unidas y los 
principios del derecho internacional, había experimentado 
un serio agravamiento a consecuencia de una nueva escalada 
de actos de agresión y subversión que ponía en peligro la paz 
y la seguridad internacionales.

En su 2861a. sesión, celebrada el 28 de abril de 1989, el 
Consejo incluyó en su orden del día la carta del representante 
de Panamá. Tras la aprobación del orden del día, el Consejo 
invitó al representante de Panamá, a petición de éste, a par-
ticipar en los debates sin derecho de voto. A continuación, 
el Presidente (Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas) se-
ñaló a la atención de los miembros del Consejo una carta de 
fecha 26 de abril de 1989 dirigida al Secretario General por el 
representante de Panamá2 por la que transmitía el texto de la 
declaración formulada el 24 de abril de 1989 por el Presiden-
te de Panamá con relación a la “intromisión” de los Estados 
Unidos en el proceso electoral panameño.

En la misma sesión, el representante de Panamá agra-
deció al Consejo el que hubiese convocado con prontitud esa 
sesión, de conformidad con lo establecido en los Artículos 34 
y 35 de la Carta, a fin de examinar la grave situación creada 

1 S/20606.
2 S/20607.

por la serie de actos cometidos por el Gobierno de los Estados 
Unidos contra su país que eran contrarios a las normas de 
derecho internacional y ponían en peligro la paz y la seguri-
dad internaciones. Panamá había tratado de resolver por me-
dio de negociaciones las causas de conflicto en las relaciones 
panameño-norteamericanas originadas por la existencia del 
Canal de Panamá. Sin embargo cuando su Gobierno había 
denunciado las interpretaciones unilaterales de los Trata-
dos del Canal de Panamá de 1977 por parte de los Estados 
Unidos, tendientes a prolongar su presencia militar en Pana-
má más allá del año 2000, Panamá había sido objeto de una 
serie de actos de agresión económica, política y financiera, 
así como de una escalada de amenazas de uso de la fuerza 
militar. Además, los Estados Unidos habían abusado de los 
privilegios diplomáticos de su Embajada en Panamá para pla-
nificar, organizar, financiar y ejecutar actos de injerencia en 
los asuntos internos panameños, y participar en actividades 
sediciosas. Según la prensa de los Estados Unidos, dicho país 
había aprobado un plan encubierto que incluía la posibilidad 
de asesinar al Comandante en Jefe de las Fuerzas de Defensa 
de Panamá y estaba proporcionando asistencia financiera a 
uno de los candidatos de la oposición. El orador afirmó que 
su país también había tenido que lidiar, entre otras cosas, con 
desplazamientos de unidades armadas del ejército de los Es-
tados Unidos fuera de sus sitios de defensa, la violación de su 
espacio aéreo, la infiltración de unidades de inteligencia de 
los Estados Unidos, los sobrevuelos de instalaciones milita-
res panameñas y acciones que ponían en peligro la aviación 
civil de Panamá. A ello se sumaba el hecho de que los Esta-
dos Unidos habían enviado a Panamá equipo militar ofensi-
vo que jamás había formado parte de las fuerzas utilizadas 
en la defensa del Canal de Panamá. El movimiento de tropas 
y armamentos no cesaba, al igual que las maniobras bélicas 
que exhibían un poderío en constante disponibilidad para 
atacar. El orador añadió que, no obstante esto, el Gobierno 
panameño estaba resuelto a seguir adelante con las eleccio-
nes del 7 de mayo. Sin embargo, el propio proceso electoral se 
había convertido en un nuevo campo de injerencia de los Es-
tados Unidos, que había entrado en una fase de participación 
directa con el objeto de alterar el orden público, sembrar el 
caos, promover una desestabilización generalizada en el país 


